Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 05 minutos) 

Léase el artículo 26. 
(Se lee:) 
“Artículo 26.- Aprobación previa y Audiencia Pública. 


Los instrumentos se someterán a la consideración del órgano competente para adoptar su 
aprobación previa, a efectos de abrir el período de audiencia pública y solicitud de informes. 


La audiencia pública será obligatoria para los Planes Locales y para todos los Instrumentos 
Especiales, siendo su realización facultativa para los restantes instrumentos. 


La publicación de la aprobación previa determinará la suspensión de las autorizaciones de 
usos, fraccionamientos, urbanización, construcción o demolición en terrenos en los ámbitos en el que 
las nuevas determinaciones supongan modificación del régimen vigente. Esta suspensión se extinguirá 
en todo caso con la aprobación definitiva del instrumento respectivo. 


Se podrán solicitar informes a las instituciones públicas, Entes y Servicios Descentralizados 
respecto a las incidencias territoriales en el ámbito del instrumento. 


Previo a la aprobación definitiva, se deberá solicitar al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente el informe sobre la correspondencia del instrumento con los demás 
vigentes y realizar el procedimiento ambiental que corresponda, el que dispondrá del plazo de treinta 
días hábiles desde la recepción para expedirse, vencido el cual sin pronunciamiento se entenderá 
como emitidos en sentido favorable.” 


En consideración. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Hacia la mitad del inciso, donde dice: “Esta suspensión se extinguirá en 

todo caso con la aprobación definitiva del instrumento respectivo” me gustaría que se eliminara la 
expresión “en todo caso”, porque me parece que está de más. Entonces, la redacción sería la 
siguiente: “Esta suspensión se extinguirá con la aprobación definitiva del instrumento respectivo.” Eso 
sería lo único que le corregiría al artículo. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑORA PRESIDENTA.- De modo que la frase final del parágrafo tercero de este artículo 26 quedaría 
redactada de esta manera: “Esta suspensión se extinguirá con la aprobación definitiva del instrumento 
respectivo.” 


Y en el parágrafo siguiente, en lugar de “Se podrán solicitar informes...”, se diría “Se deberá 
solicitar informes...”, etcétera. 


SEÑOR MOREIRA.- Estos instrumentos son normas generales que determinan la suspensión de las 
autorizaciones de usos, fraccionamientos, urbanización, construcción o demolición. Se ha planteado en 
algunas ordenanzas departamentales, por ejemplo, que se cambian los regímenes vigentes y se 
encuentra algo a medio construir o en ejecución. En este caso no distingue. Aquí habla de suspensión 
de autorizaciones de usos, fraccionamientos, urbanización, construcción o demolición en terrenos, 
etcétera, cuando hay derechos adquiridos, es decir, principios de ejecución de este tipo de proyectos 
que presuponen siempre inversiones muy importantes. Algunas Ordenanzas, por ejemplo, prevén en 
los permisos de construcción que si en un determinado período el proyecto no se ejecuta, la 
autorización cae. Por lo menos en mi departamento, Colonia, eso es así. Ahora bien, el hecho de 
modificar un régimen determinado y encontrarse con un fraccionamiento en ejecución, que a veces 


demanda inversiones en caminería, saneamiento y agua potable, suspenderlo de esta manera no 
corresponde. Yo escuché en estos días -leí alguna versión de prensa- que en Montevideo se han 
suspendido algunas autorizaciones ya concedidas como una moratoria, del tipo de medida cautelar. 
Estas cosas son susceptibles de causar, a veces, perjuicios económicos tremendos, cuando hay 
proyectos que tienen principio de ejecución y están a medio camino. Estas suspensiones siempre me 
causan un poco de temor. Los proyectos se adecuan a la normativa vigente. 


SEÑOR RIOS.- Comparto lo que dice el señor Senador, pero no que del articulado surja que lo que se 
suspende son las ejecuciones vigentes; sí las autorizaciones nuevas. 


(Interrupción del señor Senador Moreira que no se escucha) 


- Puede ocurrir que se dicte una Ordenanza Municipal que establezca que no se pueden 
construir edificios de más de veinte pisos, pero que una empresa que oportunamente obtuvo la 
autorización ya tenga construido hasta el piso diecinueve. Sin dudas, en ese caso hay un derecho 
adquirido y no puede suspenderse la obra. En realidad, de lo que se trata, a mi juicio, es de la 
suspensión de nuevas autorizaciones. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Cuando se aprueba una norma de este tipo, siempre existe un período de 
transición en el que hay obras que se comenzaron a realizar en ausencia de la disposición y una etapa 
en la que las nuevas obras deberán ajustarse a ella. Entonces, tal como señalaba el señor Senador 
Ríos, eso puede generar que se termine una construcción que contravenga la nueva norma. 


Personalmente, también considero que esta disposición se aplica para el futuro y no hacia el 
pasado. Ahora bien; si se pide autorización para realizar una modificación a esa obra que quedó en 
infracción legal -por decirlo de algún modo-, deberá ajustarse a la norma nueva. Por ejemplo, si el 
constructor de ese edificio con diecinueve pisos solicita autorización para agregar tres pisos más, 
deberá negársele. 


A mi entender, esa es la intención, aunque reconozco que quizá no surge con claridad del 
texto. 


En definitiva, reitero, en la realidad habrá cosas viejas y cosas nuevas conviviendo, porque 
eso es ineludible. De otro modo, debería borrar todo con una goma y construir la realidad desde cero. 


SEÑOR MOREIRA.- Si pensamos que esto se aplica hacia el futuro, no es necesario decirlo, pero el 
tema de la retroactividad es opinable por todo lo que tiene que ver con sus efectos jurídicos, respecto 
de lo cual existen dos bibliotecas. Si un fraccionamiento o la construcción de un edificio se está 
realizando de acuerdo con la normativa vigente, ésta no puede ser modificada. Pienso que el cambio 
debe ser de aplicación hacia el futuro; aquella obra que está a medio camino debe regirse por la norma 
vieja porque, de lo contrario, sin dudas se entablará juicio al Estado. 


En resumen, no me gusta esta redacción. Reitero que si se aplica hacia el futuro no es 
necesario incluirlo. De cualquier manera, advierto que “suspender” refiere a algo que tiene principio de 
ejecución o que, al menos, está en vías de aprobación. En este último caso no habría problemas, pero 
si está en ejecución creo que no se puede suspender. 


SEÑOR RIOS.- Me parece que los dos caminos que tenemos son: aclarar que se trata de las obras 
nuevas o establecer que refiere a la suspensión de los nuevos permisos. Como señalé anteriormente, 
entiendo que refiere a la suspensión de las nuevas autorizaciones. Puede haber un período de 
suspensión, no de las obras que están dentro del marco legal anterior, pero sí de permisos nuevos 
hasta tanto se dilucide cómo se va a tratar ese territorio. 


SEÑOR MOREIRA.- Entonces, podríamos decir: “suspensión de las autorizaciones en trámite”. De ese 
modo, la redacción sería más clara. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, teniendo en cuenta las modificaciones propuestas, el tercer 
párrafo diría lo siguiente: “La publicación de la aprobación previa determinará la suspensión de las 
autorizaciones en trámite de usos, fraccionamientos, urbanización, construcción o demolición en 


terrenos en los ámbitos en que las nuevas determinaciones supongan modificación del régimen 
vigente”. 


Con las modificaciones propuestas, se va a votar el artículo 26. 
(Se vota:) 

5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 27. 

(Se lee:) 

“Artículo 27.- Naturaleza jurídica. Publicación. 


Los instrumentos del ámbito departamental tendrán la naturaleza jurídica de Decretos 
Departamentales a todos sus efectos. 


La omisión de las instancias obligatorias de participación ciudadana acarreará la nulidad del 
instrumento de ordenamiento territorial pertinente. 


Todos los instrumentos previstos en la presente Ley deberán ser publicados en el Diario 
Oficial e, integralmente incluyendo los recaudos gráficos, en la página web oficial correspondiente.” 


En consideración. 
(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


Entonces, si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 27, finalizando en “Diario 
Oficial”. 


(Se vota:) 

5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 28. 
(Se lee:) 


“Artículo 28. Efectos de la entrada en vigor de los Instrumentos de Ordenamiento 
Territorial. 


La entrada en vigor de los instrumentos previstos en la presente Ley producirá los siguientes 
efectos: 


a) La vinculación de los terrenos, instalaciones y edificaciones al destino definido por el 
instrumento y al régimen jurídico del suelo que les sea de aplicación. 


b) No podrán otorgarse autorizaciones contrarias a las disposiciones de los instrumentos. Esta 
determinación alcanza al proceso de Autorización Ambiental Previa que se tramitará sólo para 
proyectos encuadrados en el instrumento de ordenamiento y desarrollo territorial aplicable. En los 
casos de apertura de minas y canteras quedará habilitada de oficio la gestión para la posible 
revisión del instrumento que se trate. 


Cc) La declaración automática de fuera de ordenamiento, total o parcialmente incompatibles con 
el instrumento respectivo, para las instalaciones, construcciones, fraccionamientos o usos, 


concretados con anterioridad a la entrada en vigor y que resulten disconformes con el nuevo 
ordenamiento. 


d) La obligatoriedad del cumplimiento de sus determinaciones de carácter vinculante para todas 
las personas, públicas y privadas. 


e) La obligatoriedad de sus determinaciones a los efectos de la aplicación por la Administración 
de los medios de ejecución forzosa frente a los incumplimientos. 


f) La declaración de utilidad pública sobre los terrenos, instalaciones y construcciones 
correspondientes, cuando prevean obras públicas o delimiten ámbitos de actuación a ejecutar 
mediante expropiación. 


Existiendo instrumento vigente, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, MEVIR y toda entidad pública, deberán construir las viviendas objeto de su competencia 
únicamente dentro de las previsiones de dichos instrumentos, obteniendo previamente el permiso de 
construcción respectivo. Esta disposición también rige para todo tipo de construcciones de la 
Administración Central, los Entes y Servicios Descentralizados, cuando construyan por sí o mediante 
contrato de cualquier tipo. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente expedirá un dictamen técnico 
de Viabilidad Territorial en caso de no existir instrumentos de ordenamiento y desarrollo territorial 
sostenible vigentes y aplicables para la zona de implantación de un emprendimiento para el que 
corresponda la autorización ambiental previa de acuerdo con la Ley N* 16.466, de 19 de enero de 1994 
y su reglamentación.” 


En consideración. 
SEÑOR MOREIRA.- Lo novedoso es lo de “utilidad pública”. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Quiero decir que esta expresión aparece nuevamente en el artículo 64. Lo 
que va a suceder es que cuando se llegue a ese artículo nos vamos a encontrar con una repetición, 
pero eso lo veremos en su momento. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habíamos quedado en que cuando se diera una situación de esta 
naturaleza, ella quedaría sujeta al futuro reordenamiento que se haga de los capítulos, en virtud de que 
algunas definiciones quedan muy postergadas en el texto legal. Creo que el orden sugerido en el 
proyecto de ley no es el más adecuado, por lo que, reitero, cuando se haga la reordenación de los 
capítulos, ello quedará subsanado. 


SEÑOR RIOS.- Tal vez me equivoque con lo que voy a decir, pero me parece que la expresión “utilidad 
pública” está bien que figure en el artículo, porque estaría permitiendo la toma urgente de posesiones 
al momento de la expropiación. En virtud de que la utilidad pública estaría dada por ley, ella no debe 
ser probada al momento en que el Juez otorga la toma urgente para iniciar más rápidamente la obra. 
Es así, entonces, que estando este instrumento en debida forma, se está en condiciones de solicitarle 
al Juez la toma urgente de posesiones con esta fundamentación. El proceder de esta manera hará que 
todo se haga más rápido porque, de lo contrario, habría que agregar una cantidad de documentación 
para probar esta situación. Sin embargo, el hecho de contar con una base legal al respecto -que hoy no 
existe- estaría ayudando a las expropiaciones o a la toma urgente de posesiones, aunque luego ello 
caiga en contradicción con la remuneración de la expropiación. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Comparto lo que dice el señor Senador Ríos, pero reitero que cuando 
lleguemos al artículo 64 y veamos que esto se repite, lo eliminamos o lo dejamos igualmente 
establecido. Eso luego lo analizamos. 


Por otra parte, quiero señalar que el siguiente parágrafo refiere al Ministerio, a MEVIR y a 
toda entidad pública, lo cual aparece repetido luego en el artículo 79. Digo esto, no para cambiarlo, 
sino para dejar constancia de que nos enfrentamos a la misma situación. 


SEÑOR RIOS.- Yo no estaba planteando cambiar el artículo, porque en él se dinamiza la gestión 
nacional frente a las obras públicas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me parece que habría que eliminar la siguiente frase del literal b): “Esta 
determinación alcanza al proceso de Autorización Ambiental Previa que se tramitará sólo para 
proyectos encuadrados en el instrumento de ordenamiento y desarrollo territorial aplicable”, de forma 
tal que ello sea concordante con el nombre del título del artículo que es el de “Efectos de la entrada en 
vigor de los Instrumentos de Ordenamiento Territorial”. 


Por otra parte, quiero decir que en el literal f), el nombre del Ministerio está incompleto y 
habría que corregirlo. 


La Secretaría aclara que en el párrafo que comienza diciendo “Existiendo instrumento 
vigente, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente” hay que incluir la sigla 
“MVOTMA” porque, de lo contrario, ese organismo queda denominado en forma incompleta; eso 
también debería hacerse en el resto del articulado. La sigla “MVOTMA” a incluir en el párrafo antes 
mencionado, quedaría antes de donde dice “MEVIR”. 


En el párrafo siguiente, también se dice “El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente”, en donde también se debería incluir la sigla “MVOTMA” y buscar la concordancia con 
el resto del texto; no sé si aparece ese caso en el resto del articulado. En ese párrafo se vuelve a 
hablar de “instrumentos de ordenamiento y desarrollo territorial sostenible vigentes”; sigamos hablando 
de “instrumentos de ordenamiento territorial”, porque es más breve y hace referencia al título 
planteado. Quedaría, pues, la expresión: “instrumentos de ordenamiento territorial vigentes y 
aplicables”. 


SEÑOR MOREIRA.- En el penúltimo párrafo del artículo 28 a que hace referencia la señora 
Presidenta, se dice: “Existiendo instrumento vigente, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, MEVIR y toda entidad pública, deberán construir las viviendas objeto de su 
competencia únicamente dentro de las previsiones de dichos instrumentos”. Esto forma parte de una 
práctica incorrecta, porque parecería que a los organismos públicos no los comprenden las 
regulaciones vigentes. Entonces, pregunto: ¿para qué hay que establecer que el MVOTMA y todos los 
organismos públicos deben someterse a las regulaciones de esos instrumentos de ordenamiento 
territorial?; va de suyo que es así. ¿Acaso quiere decir que ellos no estaban alcanzados por esta 
disposición, es decir que sólo regía para los particulares y que, por tanto, estaban exonerados del 
cumplimiento de ese tipo de exigencias? A mi juicio, es innecesario que se incluya, porque los 
organismos públicos son los primeros que deben cumplir las regulaciones vigentes. Precisamente, los 
organismos públicos creen estar exonerados del cumplimiento de la ley y de las regulaciones y esto ha 
sido una práctica constante en el país. Reitero, pues, que me parece innecesario incluirlo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El señor Senador se contesta a sí mismo, porque dada esa práctica según la 
cual muchos organismos públicos se han sentido exonerados, creo que no abunda la inclusión, a texto 
expreso, en el proyecto de ley de que los organismos públicos son los primeros responsables -o 
responsables al igual que los particulares- de cumplir con las exigencias que plantean las disposiciones 
legales. Hay numerosos ejemplos de omisiones al respecto; en todo caso, el quitarlo levantaría 
suspicacias muy grandes entre los privados, con relación a si existe una exigencia equitativa entre los 
públicos y los privados. De modo que, sobre todo en este caso específico, lo que abunda no daña y 
reitero que, a mi juicio, el señor Senador Moreira se contesta a sí mismo en el sentido de que es 
necesario modificar esa realidad, lo que no se hace solamente con la ley. No incluyéndolo a texto 
expreso e, incluso, quitándolo de un proyecto originario, me parece que puede dar lugar a 
interpretaciones equívocas. 


SEÑOR MOREIRA.- Me parece que no; no coincido con ese punto de vista, porque los organismos 
públicos son los primeros que deben acatar este tipo de cosas. Además, si se trata de casos en donde 
hay participación ciudadana puesta de manifiesto y audiencias públicas, es imposible que un 
organismo público pretenda sustraerse a la obligatoriedad de esta norma. Creo que no, porque es 
como decir que no estaban obligados y lo están. Mi experiencia en el Gobierno local ha sido la de 
someter a los organismos públicos a la vigencia de las normas pero, muchas veces, en la práctica 
existía una vieja “corruptela” por la cual se pensaba que a estos organismos no los comprendían las 
disposiciones y, entonces, podían hacer cualquier cosa en cualquier lugar. Reitero que me parece 
innecesario expresarlo en el texto, ya que los órganos competentes deberían hacerlo cumplir. 


SEÑOR RIOS.- Jurídicamente estoy de acuerdo con lo que manifiesta el señor Senador Moreira, 
aunque no sé si eso era así por una vieja corruptela o por costumbre porque, en definitiva, se llevaban 
a cabo acciones en el territorio que eran dañinas para todos, incluso, para aquellos a quienes se 
pretendía beneficiar. Por ejemplo, en Montevideo, hay complejos habitacionales que nunca conocieron 
una autorización municipal de ninguna Intendencia. Estoy de acuerdo con el señor Senador Moreira 
cuando expresa que el equilibrio jurídico existe aunque no esté escrito, pero si no los nombramos, se 
estaría permitiendo, dentro de los predios de propiedad de los propios organismos, que alguno de ellos 
pudiera entender que tiene libertad. Creo que tenemos que ratificar el principio de que la norma se vio 
superada por los hechos. Este es un mensaje fuerte para quienes incumplen aunque jurídicamente 
pueda ser redundante, en los hechos no lo es, ya que lo ratifica y equilibra la redacción de un texto 
amplio y renovador. 


SEÑOR MOREIRA.- De todos modos, aunque dejo planteada esta reserva, voy a votarlo 
afirmativamente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el artículo 28. 
(Se vota:) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 29. 
(Se lee:) 
“Artículo 29.- Seguimiento durante la vigencia. 


Los instrumentos de ordenamiento territorial conforme a la presente Ley deberán prever 
mecanismos de seguimiento, control y evaluación técnica y monitoreo ciudadano, durante el período de 
vigencia, con independencia de sus determinaciones para la revisión total o parcial. Las entidades 
públicas responsables de la implementación y aplicación de las disposiciones de los instrumentos 
deberán rendir cuenta de su actividad regularmente, poniendo de manifiesto los resultados de su 
gestión.” 


En consideración. 


Quiero sugerir una redacción diferente para este tema: “Los instrumentos de ordenamiento 
territorial conforme a la presente ley deberán prever mecanismos de monitoreo y evaluación para el 
control ciudadano, durante el período de vigencia, con independencia de sus determinaciones para la 
revisión total o parcial”. Me parece que lo que se debe hacer es prever mecanismos de monitoreo y 
evaluación para que se haga efectivo el control ciudadano; de lo contrario, le estamos dando a los 
ciudadanos menuda tarea para el seguimiento de estos instrumentos previstos en la ley. El texto que 
sugiero no cambia el sentido, me parece que abrevia la redacción y la hace más nítida. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- Me parece que esa redacción es más coherente con el título del artículo, 
que es: “Seguimiento durante la vigencia”. 


SEÑOR MOREIRA.- Creo que habría que simplificar el texto. Para mí tendría que expresar: “Los 
instrumentos de ordenamiento territorial conforme a la presente ley deberán prever mecanismos de 
seguimiento, control y evaluación técnica” hasta ahí vamos bien y agregaría: “a los cuales podrán 
acceder los ciudadanos” o “los cuales serán de libre acceso para los ciudadanos”. En mi opinión, la 
redacción debería terminar ahí porque, ¿dónde, cómo y de qué modo se debería rendir cuentas? 
Entonces, habría que eliminar el inciso segundo, porque los Gobiernos siempre rinden cuentas y, 
además, hay mecanismos institucionales para que así lo hagan también las Juntas Departamentales, el 
Parlamento, etcétera. No creo que sea necesario establecer que tienen que rendir cuentas, como si se 
tratara de un balance. 


Entonces, en resumen, eliminaría el segundo inciso y luego de “seguimiento, control y 
evaluación técnica” pondría “accesible para los ciudadanos” o -como dije- “de libre acceso para los 


ciudadanos”. A mi criterio, las rendiciones de cuentas y las responsabilidades políticas de cada uno 
están previstas en una cantidad de mecanismos que están vigentes; por tanto, no se hace necesario 
exigir una nueva rendición de cuentas. Eso sería muy complejo y, además, de imposible aplicación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Y cómo hacemos exigible el control ciudadano si no establecemos que es a 
través de....? 


SEÑOR MOREIRA.- Como ya mencioné: incluyendo la expresión “a los cuales podrán tener acceso los 
ciudadanos” o -siempre hablando de los mecanismos- “a cuyos resultados podrán acceder los 
ciudadanos libremente”. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 
SEÑORA PRESIDENTA.- El artículo 29 queda postergado. 
Léase el artículo 30. 
(Se lee:) 
“Artículo 30.- Revisión de los Instrumentos de Ordenamiento Territorial. 


Las modificaciones en las determinaciones de los instrumentos deberán ser establecidas por 
instrumentos de igual jerarquía y observando el mismo procedimiento seguido para su elaboración y 
aprobación. 


Toda alteración del ordenamiento establecida por un instrumento que aumente la edificabilidad 
o desafecte el suelo de un destino público, deberá contemplar las medidas compensatorias para 
mantener la proporcionalidad y calidad de los equipamientos. 


Los instrumentos serán revisados cuando se produzcan los supuestos o circunstancias que él 
mismo defina, así como siempre que se pretenda introducir alteraciones en él o en el territorio. 


Los instrumentos podrán prever procedimientos de revisión menos exigentes para 
modificaciones de aquellas determinaciones que hayan definido como no sustanciales.” 


En consideración. 


SEÑOR RIOS.- Me parece que este artículo complica la implantación del plan. Creo que la revisión de 
una norma, excepto que se establezca lo contrario, tiene el mismo procedimiento que la creación de 
esta norma y la verdad que en su totalidad la veo inaplicable. Por lo tanto, considero que no debería 
establecerse este artículo, pues no colabora en ninguno de los elementos. 


SEÑOR MOREIRA.- Si se considera bueno aumentar la edificabilidad, tal vez se beneficie alguien; 
incluso, puede resultar de interés general cuando se realiza en tierras que no tienen ninguna finalidad. 
En este sentido, cito el ejemplo de dos manzanas ubicadas en Montevideo, en la calle Eduardo Víctor 
Haedo, donde se va a construir un espacio público, pero si mañana en esa tierra pública se decide 
edificar, indudablemente ello resultará de interés público. Pregunto, entonces, ¿por qué hay que 
compensar eso? No necesariamente hay que compensar. 


Por otra parte, cuando se establece “para mantener la proporcionalidad y calidad de los 
equipamientos”, no entiendo a qué equipamientos se refiere. 


En definitiva, estoy de acuerdo con el señor Senador Ríos en cuanto a que esta disposición 
no es nada clara. 


SEÑOR RIOS.- Creo que habría que eliminar este artículo, porque este tipo de compensación del suelo 
lo único que puede lograr es que la norma sea incumplida en función de situaciones reales. Establecer 
una compensación para un proyecto que usa un bien público para otro bien público y en otro espacio 


público, me parece que restringe mucho la posibilidad de administrar. Se trata de una decisión del 
organismo competente, pero preceptivamente puede hacer que en lugar de provocar el desarrollo 
ocurra todo lo contrario, por las diferentes situaciones que se dan en cada ciudad o departamento. 


SEÑOR MOREIRA.- En Colonia -cito mi departamento, porque vienen a mi mente ejemplos propios- 
contamos con una Ordenanza que prevé las compensaciones sin contrapartidas urbanas en los casos 
de excepciones a la norma. Por ejemplo, en lugar de fraccionar en 1000 metros se autoriza que se lo 
haga en 500, pero hay que compensar. 


Entonces, considero que no es correcto establecer esto en la presente disposición, porque la 
directiva de cada departamento puede preverlo en ordenanzas específicas diciendo, por ejemplo, que 
debe haber una compensación por la construcción de calles, la colocación de luces, por ceder 
espacios, etcétera. Repito, pues, que no es necesario establecerlo como imposición para todos los 
casos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por el contrario, opino que deberíamos darle un marco legal a la posibilidad 
de revisar una definición. ¿Por qué? 


Porque necesariamente hay que tener marcos que hagan flexible las definiciones legales, 
puesto que las ciudades cambian y, por ejemplo, la necesidad que hay de tener espacios verdes en 
determinadas zonas de Montevideo no es la misma que la que hubo cuando el desarrollo de la ciudad 
no era tan grande. En realidad, ejemplos puede haber y muchos. Si definimos los instrumentos, ¿cómo 
hacerlos cumplir y qué controles deben hacer el Estado y la ciudadanía? ¿Cómo vamos a dejar un 
vacío legal? Porque a mi juicio es lo que están proponiendo los abogados de la Comisión. 


SEÑOR MOREIRA.- No se trata de eso, sino de la libertad de seguir legislando en la dinámica. Se 
puede seguir legislando. Entonces, si se tiene la potestad de hacerlo, ¿por qué hay que prever todo? 


(Dialogados) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Reitero que me parece que se está generando un vacío legal y que tiene 
que estar previsto en una nueva normativa -que defina un nuevo ordenamiento e instrumentos- la 
posibilidad de que haya un cambio. Capaz que hay que establecer esto de manera facultativa; no lo sé. 
Lo menciono, porque el inciso segundo del artículo 30 dice: “Toda alteración del ordenamiento 
establecida por un instrumento que aumente la edificabilidad o desafecte el suelo de un destino 
público, deberá contemplar las medidas compensatorias para mantener la proporcionalidad y calidad 
de los equipamientos” y me parece que el vocablo “deberá” le está dando garantía al ordenamiento, a 
la posibilidad de desarrollo y, en definitiva, a la gente que habita o invierte en las diferentes zonas. En 
lo personal, estoy de acuerdo con ese “deberá”, pero podría ser facultativo y sustituirse por “podrá”. Y 
reafirmo mi postura en los propios argumentos que manejaron los colegas, que afirmaron que en 
algunos lugares existe, en lo que tiene que ver con normas de rango menor, la previsión con relación a 
este tema. Entonces, ¿por qué no establecerlo en una ley en la que se está planteando abarcar el 
conjunto del ordenamiento? Sinceramente, creo que si no, en términos generales esto no quedaría 
previsto, puesto que tampoco se define de qué manera tiene que compensarse. En este sentido, las 
compensaciones pueden darse de variadas formas y eso lo verá la autoridad respectiva cuando se 
aplique en un caso concreto. 


SEÑORA PERCOVICH.- Lo primero es ubicarnos: estamos hablando de instrumentos de ordenamiento 
en el capítulo de los instrumentos departamentales. Acá se dice que una norma departamental -es 
decir, de la Intendencia o del Gobierno Departamental- no puede ser cambiada, sino por otra de igual 
jerarquía o sea, por otra del Gobierno Departamental. Entonces, me parece que con relación al 
ordenamiento territorial eso es elemental. 


SEÑOR MOREIRA.- Pero no hay por qué ponerlo, señora Senadora. 


SEÑORA PERCOVICH.- A mi me parece que está bueno ponerlo, porque muchas veces en la 
descentralización, en la creación de las Juntas Locales, etcétera, podría tratar de imponerse una 
modificación, por todo lo que ustedes han planteado, que suele suceder en el territorio. Me parece 
importante que en un marco legal, cuando se está planteando un ordenamiento nacional en el cual se 
deposita mucha importancia en los instrumentos departamentales de ordenamiento, se establezca el 
grado de jerarquía. 


Se va a rever algo que se estableció o se tiene que votar en una norma de igual categoría, 
porque implica una revisión de normas ya votadas, por ejemplo, en un Gobierno Departamental. 
Entonces, creo que es un elemento, justamente, de ordenamiento de territorio que las modificaciones 
impliquen una revisión con la misma categoría. Claro que siempre complica un poco más, porque hay 
discusión, pero hacerlo de esta forma es lo democrático. Si el propio Gobierno Departamental ha 
decidido, en acuerdo con su plantilla de Ediles, que el departamento se va a ordenar de determinada 
forma, si hay una revisión, podemos estar molestando a los agrimensores, a los escribanos y a los 
abogados de quienes quieren modificar eso, pero tiene que salir con la misma jerarquía de decisión. 


SEÑOR MOREIRA.- La señora Senadora Percovich me pone en duda, porque estoy leyendo algunos 
Capítulos, como, por ejemplo, el Ill, que refiere a “Instrumentos de Ordenamiento y Desarrollo 
Territorial Sostenible de los Ámbitos Departamental e Interdepartamental”. Después habla de 
directrices, planes locales e instrumentos especiales. Por su parte, el Capítulo V se titula “Elaboración 
de los Instrumentos de Ordenamiento y Desarrollo Territorial Sostenible” y habla de la elaboración de 
los instrumentos de ámbito departamental. En el artículo 25 se habla de los instrumentos de los 
ámbitos regional, departamental e interdepartamental. El proyecto va y viene y padece de indefinición. 
A veces parece que habla de lo departamental y otras veces se proyecta. Lo que decíamos con el 
señor Senador Ríos es que, evidentemente, ninguna norma puede ser modificada o derogada si no es 
por una norma del mismo rango. Y no hay por qué establecerlo; eso es así. En todo el ordenamiento 
institucional del Uruguay es así. Se modifica por una norma de igual jerarquía y no hay por qué 
ponerlo, ya que eso, a mi juicio, no agrega nada. 


Ahora bien, lo relativo a la alteración del ordenamiento establecido por el instrumento y las 
medidas compensatorias para mantener la proporcionalidad y calidad de los equipamientos, se debe 
referir a los equipamientos que pone el Estado -me imagino-, a saber: la luz, el agua, el saneamiento. 
Por supuesto que los equipamientos, además, se cobran, no son gratis, porque después la UTE cobra 
la luz, la OSE cobra el agua, etcétera. 


Entonces, creo que por razones de interés general, es bueno que se edifique más y no 
desafectar de un destino público determinado bien. Vivimos hablando de que todos esos campos que 
tiene el Estado no sirven para nada y que hay que dárselos al Instituto Nacional de Colonización o de 
espacios verdes que están desaprovechados. ¿Para qué hay que compensar si se mejora y se 
beneficia el interés general? A veces se trata de promover que se edifique en determinados barrios, 
porque es bueno para radicar gente allí, por ejemplo, en lugares más cercanos a los servicios, evitando 
la extensión ilimitada de la ciudad. En ese caso, si hay un aumento, hay que compensar, cuando debe 
ser al revés. Yo lo dejaría librado a las decisiones en los departamentos de cada Gobierno 
Departamental, el que puede establecer su marco normativo sin imponerle esa obligación, porque 
puede suceder que tenga que fomentar y el otro no deba compensar necesariamente, porque muchas 
veces ello puede desalentar la inversión privada. Puede ser un desestímulo si tiene que invertir y, 
además, compensar. 


SEÑOR RIOS.- Puedo compartir lo que decía la señora Senadora Percovich con respecto a la primera 
parte del artículo, pero creo que forma parte del ordenamiento jurídico y no puede ser de otra forma, 
esté escrito o no. Redundamos o no redundamos, pero, en definitiva, el orden jurídico uruguayo es 
como está escrito acá. 


En la segunda parte, todos estamos contestes en que si analizamos el tema de las 
compensaciones desde los extremos, podemos caer en razonamientos muy liberales en una punta o 
demasiado restrictivos en la otra. Por lo tanto, busquemos una regulación o un texto que establezca el 
concepto de compensación -no el cuanto- sin que constituya un corsé. Concretamente, quiero hacer la 
siguiente propuesta: “Toda alteración del ordenamiento establecida por un instrumento que aumente la 
edificabilidad o desafecte el suelo de un destino público, deberá contemplar medidas compensatorias”. 


SEÑORA PERCOVICH.- Me parece que este es un principio general para aquellos casos en que se 
requiera. Como decía el señor Senador Moreira, en algunos no será necesaria esa compensación. 
Pensemos que, eventualmente, la iniciativa de edificar, construir o conformar un espacio público, por 
intereses de los privados, puede desequilibrar la movilidad en una determinada área de una ciudad o 
área suburbana, a la vez que también puede afectar la vida cotidiana de la gente. El principio de la 
necesidad de compensar esos desequilibrios de acuerdo con cada una de las situaciones, a mi juicio 
es correcto porque, además, responde a la legislación moderna. 


SEÑOR MOREIRA.- Pero acá se habla de aumentar la edificabilidad. Son dos las hipótesis a 
contemplar. 


SEÑORA PERCOVICH.- Lo que sucede es que, muchas veces, para edificar hay que desafectar el 
terreno. 


SEÑOR MOREIRA.- Aumentar la edificabilidad puede ser, por ejemplo, achicar el fraccionamiento de 
los terrenos. Esa es una forma de abaratar la tierra y aumentar la edificabilidad. El mismo efecto puede 
tener una Ordenanza que permita más altura, menos retiro, etcétera. 


SEÑOR RIOS.- Aquí hay una diferencia sustancial que, me parece, vamos a tener que resolver hoy u 
otro día. Para nosotros el desarrollo urbano, cuando implica la desafectación de bienes públicos, debe 
tener medidas compensatorias; ese es el principio. Estamos de acuerdo con que, quizás, no sea 
conveniente establecer en la ley la proporcionalidad, porque se trata de un área no previsible en una 
norma. De cualquier modo, insisto, el principio de utilización versus compensación a la sociedad, para 
nosotros es un tema político a definir. No obstante, me parece un exceso establecer la compensación y 
cómo se mide la misma. A mi juicio, el concepto primordial que debemos contemplar es el de la 
compensación y no ir más allá. Precisamente, por eso proponía que ese inciso terminara en 
“compensación”. 


En consecuencia, debe quedar claro que no se trata meramente de una cuestión formal, sino 
que es un principio político que, como es lógico, puede ser compartido o no. En tal sentido, advierto 
que, por momentos, no estamos discutiendo aspectos sólo de redacción. 


Entonces, si bien no aspiro a que logremos un consenso, quiero centrar el tema porque, 
quizás, estemos en desacuerdo. 


SEÑOR MOREIRA.- No estamos en desacuerdo. 


Si entramos en la imposición de tratar de prever todas las situaciones, desde ya digo que 
será absolutamente imposible lograrlo. Entonces, me pregunto por qué no dejar librado esto a las 
regulaciones, en tanto la casuística es tan grande. Aquí se habla de dos cosas. En primera instancia, 
se alude a la desafectación del suelo de un destino público. Lógicamente, si se desafecta un espacio 
público no se lo van a regalar a nadie, sino que lo venderán mediante licitación pública e, incluso, en 
algunos casos se requerirá de una ley. Es bastante claro que a nadie le regalarán tierras del Estado, 
salvo en el caso de algún asentamiento irregular. De modo que pueden darse mil situaciones. 


Por otro lado, aumentar la edificabilidad a veces puede hacerse persiguiendo el interés 
general y no el del empresario. Por ejemplo, podemos pensar en las viviendas construidas por el propio 
Estado, por la nueva Agencia de Vivienda. No me parece que se deba decir que siempre hay que 
compensar, porque puede haber situaciones en las que el interés que se persigue no es el del 
emprendedor particular, sino el interés general. Por lo tanto, no entiendo por qué debería obligarse a 
una compensación; hay que tener en cuenta que la norma no puede prever todas las situaciones. Este 
proyecto de ley tiene un afán regulador muy grande pero, sin duda, en algún momento la realidad va a 
trascender la norma, porque no se puede prever todo. Reitero que no entiendo por qué es preciso 
compensar en todos los casos. 


SEÑOR RIOS.- Quiero decir que comparto la última parte de la intervención del señor Senador Moreira 
y discrepo con la primera. Consideramos -creo que hablo por todos- que el criterio de compensación 
debe establecerse, incluso, para aquellas obras que el Estado realice a beneficio de los inundados, por 
ejemplo, porque hay una utilización del suelo que debe tener una compensación. Dicha compensación 
puede ser abierta -en este punto estoy de acuerdo con el señor Senador Moreira-, pero nosotros no la 
prevemos exclusivamente para los casos en que la obra sea privada, sino también para cuando es de 
naturaleza pública, porque creemos que las compensaciones territoriales equilibran el territorio. 


La compensación puede consistir, por ejemplo -aquí sólo manifiesto mi opinión personal-, en 
la construcción de un jardín de infantes para la zona de casas inundadas, pero repito que, a nuestro 
juicio, el criterio de compensación no sólo debe aplicarse en el caso de la actividad privada, sino 
también cuando sobre el suelo actúa un Ente público. 


SEÑORA PERCOVICH.- Voy a poner otro ejemplo. Por el interés general se hace una ruta que corta 
un barrio al medio; en ese caso, el Estado tiene la obligación -a través del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas o de quien sea- de unir los barrios cortados de la mejor forma posible, porque de lo 
contrario se puede generar una exclusión, cuyos resultados ya conocemos. Entonces, esa es la 
compensación en la que hay que pensar desde el punto de vista sociológico, educativo, etcétera. 


SEÑOR MOREIRA.- Lo que quiero decir es que la casuística es enorme y el principio de la 
compensación no es igual a la compensación. Esta iniciativa no contempla el principio de la 
compensación, sino que refiere a dos situaciones concretas: aumentar la edificabilidad o desafectar el 
suelo de un destino público. Lo que acaba de citar como ejemplo la señora Senadora Percovich tiene 
que ver con expropiar terrenos privados y modificar la estructura de los barrios, ante lo cual, 
obviamente, el Estado tiene la obligación de no dejar a la gente aislada. En ese caso es preciso 
expropiar la tierra e indemnizar a sus propietarios. 


Hace unos días hablábamos de este tema con los agrimensores y ellos nos manifestaban que 
en algunos casos, cuando se realizan expropiaciones, ni siquiera se indemniza a los propietarios, 
porque el valor superior que le otorga a una propiedad el hecho de que le pase por enfrente una 
carretera o autopista determina que no corresponda la indemnización, dado que la propiedad adquiere 
un valor mucho mayor que el que pierde por la porción de terreno que se le quita al dueño. Pero esto 
ya está previsto por las normas -actualmente existe-, aunque se puede discutir, como bien sabe el 
señor Senador Ríos. 


Repito que, a mi juicio, tomar en cuenta esta casuística que solamente habla de dos 
hipótesis no agrega nada, aunque aclaro que no estoy en contra del principio general de las 
compensaciones. 


SEÑOR RIOS.- Debo decir que había entendido mal. 


SEÑOR MOREIRA.- Concretamente, mi opinión es que esta iniciativa refiere a dos hipótesis, pero no 
siempre corresponde su aplicación. 


SEÑORA PERCOVICH.- Comparto lo que dice el señor Senador Ríos en cuanto a que este es un 
principio general y en ese sentido quiero citar un ejemplo. Las instalaciones del Mercado Modelo se 
van a trasladar a una zona que es productiva, por lo que debe haber un principio de equilibrio con 
relación a esa producción. Este aspecto debe ser estudiado específicamente, pero debe tenerse en 
cuenta el principio de compensación con la gente que, de repente, tiene que trasladarse, porque el 
movimiento le produce otros trastornos. Me parece que aquí se trata de un principio general; no es 
solamente económico, como decía el señor Senador Ríos. 


En todo caso, podemos abocarnos a la discusión del tema dejando desglosada esta 
disposición, a efectos de ver si es posible llegar a una redacción que contemple los aspectos 
señalados. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 
SEÑOR RIOS.- Quisiera hacer un planteo. 


En este artículo se expresa: “Toda alteración del ordenamiento establecida por un instrumento 
que aumente la edificabilidad o desafecte el suelo de un destino público”, etcétera. Luego de leer la 
disposición entiendo que tanto la edificabilidad como la desafectación están referidos siempre al sujeto 
de un destino público o de un bien público y no a un bien privado. Ahora bien: tratándose de un terreno 
privado considero que no rige la compensación  -porque no se trata de la desafectación de un bien 
público-, sino que rigen simplemente las Ordenanzas; en todo caso, esto estará sujeto a cada 
Intendencia. A modo de ejemplo, supongamos que tengo un terreno en Punta Carretas y construyo un 
edificio; en ese caso tendré Ordenanzas, pero no compensaciones. 


(Dialogados) 


Aclaro que me refiero a la desafectación de terrenos públicos. 


SEÑOR MOREIRA.- En ese caso pueden ser vendidos, porque no los van a regalar. 


Cuando se habla de desafectar el suelo de un destino público, se está aludiendo, por ejemplo, 
a una plaza o un parque. 


SEÑOR RIOS.- Entendámonos bien: cuando yo desafecto públicamente estoy sacándole algo a la 
sociedad, por lo que debo compensarla de alguna manera. El hecho de que un terreno privado se 
venda, se compre o se construya en él, no tiene nada que ver con el estímulo a la inversión; eso es 
otra cosa y va por otro lado. 


Aquí la compensación nace porque hay un bien de la sociedad que se sustrae a un destino; 
para compensar a la sociedad -con independencia de los medios jurídicos y del tema del dinero-, se 
buscan elementos compensatorios. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dado que a la hora 15 está prevista una sesión de la Asamblea General y 
debemos comenzar a considerar un nuevo Título del proyecto de ley, propongo postergar su 
consideración y afinar su redacción. 


SEÑOR RIOS.- No sé si no estamos postergando algo sobre lo que no estamos de acuerdo. Digo esto 
porque, si nosotros estamos de acuerdo con las compensaciones cuando se trata de bienes públicos, 
comparto en buscar una redacción más acorde, pero si ello no es así, considero que el trabajo será 
inocuo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Lo que también queda pendiente de redacción es el alcance de ese principio 
general. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 14 y 28 minutos) 


Linea del vie de náaina 
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